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I.- INTRODUCCION.
La cuestión central del presente trabajo es analizar si la víctima de un delito constituida como parte del proceso penal tiene capacidad procesal para interponer recurso de apelación frente al auto de sobreseimiento dictado a instancias, o consentido, por el representante del Ministerio Público Fiscal y, subsiguientemente, la posibilidad de continuar de esta manera con el impulso de la acción penal en solitario desde la primera etapa del proceso penal. Vale decir, de otra manera, si es válido el ejercicio de la acción penal por parte de la querella cuando el fiscal consintió el auto de sobreseimiento.
 
Este cuestionamiento ha llevado a diversas interpretaciones tanto en la doctrina como en la Jurisprudencia tomando distintas posturas en relación a las diferentes etapas del proceso penal.
 Es prácticamente unánime la interpretación que permite al acusador privado de continuar en solitario la acción penal tanto en la etapa intermedia como en la etapa de juicio, en función de los precedentes de la Corte Suprema de Justicia de la Nación, QUIROGA
 y SANTILLÁN
 .
 Sin embargo, no ocurre lo mismo en relación al carácter que se le asigna al acusador privado en la primera etapa del proceso – la instrucción – pues la Suprema Corte de Justicia de la Nación no se ha pronunciado al respecto.
Mucho se ha discutido en relación a la participación de la querella en el proceso penal, sus limitaciones como parte del proceso y su función dentro del mismo. A su vez, la figura del querellante no es pacífica tanto en la doctrina como en la jurisprudencia, pues bastante se ha discutido acerca de si posee una calidad autónoma como acusador privado o bien, una calidad adherente al acusador público.
En el presente se analizarán todas estas cuestiones relacionadas con la garantía de todo imputado frente a la acusación penal múltiple y, por otro lado, el derecho de la víctima de participar en el proceso; haciendo especial hincapié en la posibilidad de recurrir un auto de sobreseimiento que ha sido dictado a instancias, o consentido, por el representante del Ministerio Público Fiscal.
 Para ello se analizaran los antecedentes legales y doctrinarios como, así también, la discusión en la jurisprudencia a los fines de arribar una conclusión contemplando las garantías constitucionales de todo imputado de un delito y el reconocimiento del derecho a la participación de la víctima en el proceso.

II.- ANTECEDENTES.
II.1. Primeras discusiones: Cuarto Congreso Nacional de Derecho Procesal de 1965.

 La cuestión aquí analizada encontró debate en el Cuarto Congreso Nacional de Derecho Procesal que tuvo lugar en la Ciudad de Mar del Plata del 4 al 7 de Julio de 1965.

 Dicho encuentro se ocupó de la unificación de las leyes procesales y de la sanción de un código procesal penal tipo para todo el país.
 Así el congreso se centró en el análisis del proyecto de Código Procesal Penal tipo presentado por los doctores Jorge A. Clariá Olmedo, Raúl A. Torres Bas y Ricardo Levene (h). 
Dicho proyecto se inscribía dentro de un sistema acusatorio, en la oralidad, publicidad, inmediación, continuidad, sana crítica en la valoración de la prueba y tribunal de derecho colegiado con instancia única para las cuestiones de hecho y recursos para las de derecho
.
 En el congreso mucho se discutió acerca de la participación de la víctima en el proceso que se incluía bajo la figura del actor civil (la figura del querellante tal como hoy la entendemos no se encontraba contemplada) y su vinculación con el accionar del fiscal.
 Así, al tratarse el art. 16 referido al ejercicio por el ministerio fiscal de la acción civil, el Dr. Rodolfo Casetti sostuvo que “en Mendoza éste ofrece una experiencia desastrosa, pues los fiscales se sienten presionados físicamente para acusar, ante la obligación de tener que llevar también adelante la acción civil del particular damnificado. El doctor Armando Catalano explicó que en Salta se notifica obligatoriamente al fiscal de Estado para que actúe, si el Estado ha sido damnificado, y por su parte, si se debe ejercer la acción del damnificado particular, actúa el ministerio pupilar. El doctor Francisco DÁlbora entendió que siempre que el delito vulnere intereses del Estado, nacional o provincial, el ministerio fiscal debe ejercer imperativamente la acción civil dentro del proceso penal, conforme lo establecen los últimos códigos provinciales, que en tal sentido se separan del de Córdoba. Y esto sin aceptar que se argumente una supuesta injerencia del poder administrador, porque ella no existe ni aun con la actual legislación vigente en el orden nacional, ya que si bien el ministerio público es en él vehículo de la denuncia que sirve para promover el proceso, en el momento de efectivizar el ejercicio de la acción penal actúa exclusivamente sobre la base de su discrecionalidad técnica.”
 
La comisión finalmente mantuvo ese artículo siendo que el Dr. Levene (h) aclaro que ello era una solución intermedia entre la posición de varios códigos que confiere al ministerio fiscal un ejercicio más amplio de la acción civil y la tendiente a suprimírselo del todo.
 

 Así la cuestión acerca de la participación del ofendido en el proceso, en relación al ejercicio de su pretensión, fue observada y discutida en el Congreso referido.
 Pero específicamente se debatió la cuestión central del presente trabajo.
 El proyecto allí debatido excluía la posibilidad de que el actor civil pudiera interponer recurso de apelación contra el auto de sobreseimiento.
 Ello fue objetado por el Dr. Rodolfo Casetti quien entendió que “debe permitirse al actor civil apelar el sobreseimiento, en contra de lo que dispone el art. 306, a fin de que se garanticen sus derechos y no se lesione la igualdad de las partes, dado que el imputado y el tercero responsable pueden recurrir contra el auto de procesamiento y la sentencia condenatoria”
.

 El doctor Vélez Mariconde respondió dicha objeción al igual que el doctor Clariá Olmedo quien sostuvo que “si se acepta la apelación del actor civil al sobreseimiento se destruye el principio ne procedat iudex ex officio, por cuanto se podría abrir el juicio sin acusación o por impulso jurisdiccional 
vinculante del órgano acusador” Y, específicamente, sostuvo que “Si el fiscal no acusa, el juez sobresee, la causa va a la Cámara, apelada por el actor civil y la Cámara revoca, ¿cómo va a acusar el fiscal?.”
.
 De esta manera se debatió acerca de una mayor participación de la víctima en el proceso frente al límite que impone el ejercicio de la acción por parte del fiscal y la violación del principio “ne procedat iudex ex officio”, que implica que no hay jurisdicción sin acción.

  Así en este primer proyecto de Código Procesal Penal Tipo para todo el país se no se contemplaba la figura del querellante teniendo el actor civil facultades muy limitadas en el proceso y solo referidas al reclamo indemnizatorio sin ningún tipo de injerencia en el impulso de la acción penal, posición que fuera discutida y defendida por los autores del proyecto en el debate del mismo.
II. 2. Un avance frenado: el proyecto de Código Procesal Penal de la Nación de B.J. Maier en 1986.

Posteriormente, con el regreso de la democracia se inicio un proceso de reformas legales que impactó en el cuestionamiento del procedimiento penal encargando a B.J. Maier la confección de un proyecto de Código Procesal Penal de la Nación en el año 1986.
 Dicho proyecto proponía un código moderno adoptando el sistema de enjuiciamiento mixto pero de corte acusatorio con una fuerte crítica en su exposición de motivos al sistema vigente en esos momentos severamente inquisitivo
. 
Asimismo proponía la prohibición de la policía para tomar declaración al imputado, la incorporación de juicios por jurados, el principio de oportunidad e 

incluía la suspensión del juicio a prueba que –entre otros institutos incorporados – demostraba ser un proyecto de avanzada.
Por su parte, propiciaba una separación de funciones de investigación y juzgamiento siendo que ésta debería estar a cargo de un juzgador imparcial y la persecución a cargo de un órgano independiente respetando el principio de “ne procedat iudex ex officio”, que sería el Ministerio Público Fiscal.
Y en relación a la figura del querellante, Maier señala que “se decidió mantener al querellante por delito de acción pública, pues, además de constituir una institución definitivamente arraigada en la administración de Justicia Penal de la Nación, se inscribe en la tendencia de incorporar a quienes afecta el delito a procedimiento que se dispone para la solución del conflicto social en el que consiste una infracción penal; por otra parte, el interés directo del afectado produce, al menos, el efecto saludable de evitar, en los casos concretos, la tendencia a la rutina que caracteriza a los órganos estatales”

 De ésta manera, Maier sostenía y defendía fervientemente una participación activa de la víctima constituida en parte en el proceso penal fundamentando, incluso, la necesidad de su participación.

Pero finalmente dicho proyecto de avanzada no logró ser aprobado por el Congreso Nacional pues ya en 1987 el gobierno del ex presidente argentino Ricardo Alfonsín había comenzado a perder peso político avecinándose una crisis económica, política y social.

 II. 3. La sanción del Código Procesal Penal de la Nación de 1991
 Con la llegada de Carlos Menem al gobierno Nacional, y luego de varios años y muchos proyectos debatidos, en 1991 con la sanción de la ley 23.984 se dicta el Código Procesal Penal de la Nación propuesto por el Dr. Levene.

 En su proyecto original, el referido jurista, no contemplaba la figura del querellante toda vez que entendía que “es inadmisible en materia penal, donde predominan conceptos de reeducación y defensa social, que el Estado se 
ponga al servicio del interés pecuniario o de la venganza personal, que son casi siempre los móviles que llevan al damnificado a ejercer la acción pública, móviles que se ponen en evidencia si nos fijamos en el gran número de querellantes que desisten de su acción, dando pretextos fútiles, una vez que han percibido la suma en la que se consideran perjudicados”
.
Y específicamente el maestro Levene entendía que “casi siempre el acusador privado es, según la vieja frase, la quinta rueda del carro, destinada a dilatar los términos, demorar los incidentes de excarcelación y, en una palabra, a entorpecer el procedimiento, para prolongar, nada más que por venganza, la detención del acusado”
. 
Así proponía un ministerio fiscal activo e independiente admitiendo la intervención de la víctima en el proceso a los únicos fines de lograr una reparación económica (actor civil) pero sin ninguna otra función procesal.
Sin embargo, se entendió que el proyecto presentado dejaba de manera insuficiente la participación de la víctima en el proceso, y a instancias del dictamen de la Cámara de Diputados se incorporó la figura del querellante a nuestro procedimiento penal.
Pero su incorporación no fue pacifica, hubo mucha resistencia a ello y, especialmente, se abrió un gran debate a cuáles eran las facultades que asistían al sujeto procesal en cuestión.
Así, especialmente al caso que nos convoca, Levene (h) en los comentarios al Código Procesal Penal de la Nación dictado por la ley 23.984 sostiene que la acción penal corresponde exclusivamente al ministerio público y la facultad de apelar es una facultad propia del órgano de la acción penal. Por ello, también se mostraba disconforme con la consulta a la Cámara del auto de procesamiento, propugnado por Vélez Mariconde en su proyecto de 1960 para la Capital Federal.

De esta manera el jurista referido suprimía en su proyecto original todo tipo de capacidad recursiva a la querella por ser aquella una capacidad exclusiva de quien tiene a cargo el impulso de la acción penal, o sea, el fiscal.
Así es como se ha discutido largamente acerca del carácter asignado al querellante en relación al impulso de la acción penal, debatiéndose acerca de un rol autónomo o un rol adherente a la figura del fiscal.
Con motivo de dicha discusión, mucho se ha dicho a su respecto en los distintos tribunales de diferentes instancias hasta que la Corte Suprema de Justicia fallo en el caso Santillán habilitando a la querella proseguir con la acusación frente al pedido de absolución en la instancia del debate reconociéndole, esta manera, facultades autónomas al fiscal.
III.- PRECEDENTE “SANTILLAN, FRANCISCO” DE LA C.S.J.N..
El dictado del fallo Santillán por la Corte Suprema de Justicia de la Nación pareció dar un aire de claridad en el asunto debatido reconociendo y asignándole claras facultades autónomas a la víctima de un delito constituida en parte del proceso penal permitiéndole continuar con la acusación en el debate oral frente al pedido absolutorio del ministerio público fiscal, naciendo de ésta manera una especifica característica autónoma para el impulso de la acción penal. 

En el fallo en cuestión, la Corte Suprema de Justicia de la Nación decide abandonar la postura adquirida en el precedente Tarifeño
 que obligaba al Tribunal dictar una sentencia absolutoria en caso de que el fiscal alegara por la absolución reconociendo de esta forma la participación de la querella y la autonomía de ésta.
  
Así, la Corte Suprema de Justicia de la Nación entendió que “ todo aquel a quien la ley reconoce personería para actuar en juicio en defensa de sus derechos está amparado por la garantía del debido proceso legal consagrada en el art. 18 C.N., que asegura el derecho a una sentencia fundada en juicio previo llevado en forma legal y la posibilidad de ocurrir ante algún órgano jurisdiccional en procura de justicia….”
III. 1. El reconocimiento de facultades autónomas

 Varios precedentes jurisprudenciales acogieron la doctrina del fallo Santillán extendiendo sus efectos a todo el proceso penal otorgando de ésta manera, entre otras, legitimación para interponer recurso de apelación frente a un auto desincriminatorio instado por el fiscal y continuar el impulso en solitario de la acción penal.
 
Así, entonces, varios antecedentes Jurisprudenciales de distintos tribunales y de diversas instancias incluso la Corte Suprema de Justicia de la Nación, han ido reconocido el carácter de “querellante autónomo” a la víctima constituida en parte del proceso penal a diferencia del “querellante adherente”, en virtud de que se le reconocen facultades persecutorias autónomas a lo largo del proceso penal con facultades recursivas plenas con independencia de los límites que el fiscal impone a la acción penal.
 
A favor de ello, no puede dejarse de señalar que la ley procesal establece que el ofendido de un delito de acción pública tiene derecho a constituirse en parte querellante con facultades de impulsar el proceso, aportar pruebas, exponer sus argumentos y deducir recursos (conf. artículo 82 del Código de rito). La Corte Suprema de Justicia de la Nación ha entendido que ese derecho se encuentra amparado por la garantía del debido proceso que se deriva del artículo 18 de la Constitución Nacional así como del artículo 8° parr. primero de la Convención Americana sobre Derechos Humanos y del artículo 14.1 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos
.
 
En la misma línea argumental, se ha dicho que la autorización al querellante para que impulse la causa en solitario halla su fundamento en la posibilidad que tiene el acusador particular de lograr el inicio, la subsistencia y el progreso de la investigación del delito que sufrió con el objeto de obtener una decisión judicial acerca de si corresponde aplicar una pena, aun cuando el fiscal opine lo contrario.  

 
III. 2. La extensión de las facultades autónomas a todas las instancias del proceso reconocido por la Jurisprudencia

 
En la Jurisprudencia esta doctrina se vio plasmada en los fallos “ASCOLESE” y “STORCHI” de la Excma. Cámara del Fuero en donde el Juez Bruzzone sostuvo que “...la capacidad de rendimiento del precedente “Santillán” retrotrae sus efectos a todos aquellos momentos previstos en el código donde requiere el impulso del Estado constituido en la parte acusadora; es decir al comienzo de la instrucción en relación a lo previsto en los artículos 180 y 188 CPPN; al final de la instrucción en relación a lo previsto en los artículos 346 y 348 de ese cuerpo legal; como fue expresamente resuelto en el fallo en cuestión, al momento de lo dispuesto en el artículo 393, CPPN y, por último, en el ámbito recursivo correspondiente”. El magistrado concluyó que, cuando exista un querellante que impulse la acción, la jurisdicción se ve obligada a analizar la viabilidad del pedido, “...corresponde a la querella, en forma autónoma, impulsar los procedimientos al comienzo de un asunto y al finalizar la instrucción..” 
. Por lo que, según esta interpretación, el querellante tendría capacidad procesal para interponer un recurso de apelación frente al auto de sobreseimiento consentido y/o dictado a instancias del dictamen fiscal prosiguiendo con el impulso de la acción penal abandonado por el representante del Ministerio Público Fiscal.
 
Se ha manifestado al respecto de estos casos en donde el representante del Ministerio Público Fiscal insta el sobreseimiento y la querella continúa con el impulso, que la instrucción será practicada por el juez tal como lo establece – como regla – el ordenamiento procesal (artículo 194 CPPN), sin que se pueda delegar. La determinación del objeto procesal será circunscripta con el escrito de querella cuyos requisitos no difieren de los que establece el artículo 188 CPPN para el requerimiento de instrucción. A su vez, las partes podrán solicitar al juez la realización de las pruebas y podrán estar presentes en su producción
.
 
De esta forma y, a raíz del precedente Santillán, muchos fueron los órganos jurisdiccionales que reconocieron distintas facultades autónomas a la acusador privado, entre ellas la de continuar con el impulso de la acción penal en las primeras instancias del proceso; esto es, permitiéndole recurrir aquel auto de sobreseimiento que el juez de instrucción dictara frente al pedido desincriminatorio del fiscal.
 
En este sentido se ha dicho que “La querella (...) puede adquirir notas autonomía a partir de la actividad prescindente del Ministerio Público Fiscal, no sólo en la parte final del proceso (art. 393 del CPPN), sino en la intermedia (art. 348 del CPPN) e inicial (arts. 180 y 195 del CPPN). A partir de la vigencia de la ley 23.984, el carácter adhesivo del querellante en el actual proceso penal hubo de quedar en parte resentido, si se repara no sólo en las remanentes disposiciones de los artículos 180 in fine, 195, segunda parte y 348, segundo párrafo, segunda alternativa, del CPPN, cuya constitucionalidad ha quedado fuera de discusión, sino a cuenta de los criterios establecidos por los instrumentos internacionales de derechos humanos y las consecuentes pautas que, en torno a la querella, se fijaran fundamentalmente por la CSJN en los casos “Santillán” y “Quiroga”. Es posible actualmente iniciar la actividad investigativa cuando se ha legitimado al particular damnificado y el Ministerio Fiscal no ha concretado la requisitoria de instrucción sumarial, situación que es predicable igualmente para el supuesto de que ya dictado auto de procesamiento, sólo la querella requiere la elevación de la causa a juicio...”
.
 
En igual sentido se determinó que  “la desestimación del caso por parte del representante del Ministerio Público Fiscal, no obsta a la prosecución del proceso con el impulso de la querella” 
.
 
Asimismo, se ha sostenido que  “el criterio del “a quo” relativo a que la acción penal no ha sido legalmente promovida por el ministerio público, y que por ello, el proceso penal no puede iniciarse por única iniciativa de la querella o de quien pretende serlo, no se encuentra en sintonía con la jurisprudencia del Alto Tribunal (in re Santillan JPBA t 102, f 499), donde sostuvo que todo aquel a quien la ley reconoce personería para actuar en juicio en defensa de sus derechos, está amparado por la garantía del debido proceso legal consagrada por el art. 18 de la Constitución Nacional, que asegura a todos los litigantes por igual el derecho a obtener una sentencia fundada previo juicio llevado en legal forma; y en la causa “Quiroga, Edgardo Oscar causa n° 4302, 23/12/04””.

 
Continuando con esta reseña jurisprudencial, puntualmente se ha sostenido a raíz del precedente Santillán que
“El proceso penal puede sustanciarse, desde su inicio, sólo con el impulso del particular ofendido de un delito de acción pública, tras haber el representante del Ministerio Público adoptado una postura desvinculante conforme los artículos 180 y concordantes del Código Procesal Penal” (Por mayoría Dres. Lucini - Bruzzone). Pensar lo contrario implicaría establecer que el Ministerio Público detenta el monopolio de la acción pública al inicio del sumario, lo que obviamente no es así, ya que las investigaciones pueden iniciarse sin la intervención de sus integrantes, como ocurre en todos los casos de prevención (del voto del Dr. Lucini en mayoría) Si la querella puede recurrir la decisión desincriminante a lo largo del proceso y la jurisdicción puede revisarla a lo largo del proceso con independencia de lo que opina la fiscalía, entonces, el asunto puede ser impulsado desde el inicio por la querella (Del voto del Dr. Bruzzone en mayoría)
. ”El querellante se encuentra legitimado a impulsar el proceso en solitario aun cuando el fiscal haya postulado que se desestime la denuncia”
.
 
Así es que, pareciera, que esa discusión primaria acerca de las funciones restrictivas del acusador privado en el proceso penal y de su participación no esencial en el mismo, suprimiendo la posibilidad de que recurra un auto desincriminatorio instado por el Fiscal; fue menguando a raíz del precedente Santillán de la Corte Suprema de Justicia de la Nación que reconoce el amparo de dicha facultad en la garantía constitucional del debido proceso. El impacto de aquel precedente jurisprudencial fue acogido casi unánimemente por los tribunales de instancias inferiores.
 
Pero lo cierto es que el afamado caso Santillán se refería solamente a la etapa final del proceso permitiendo que el acusador privado, luego del trámite de todas las instancias del procedimiento y frente al pedido de absolución por parte del fiscal – que impulsó la acción durante todo el proceso- al momento de los alegatos que ponen fin a la intervención de las partes en el debate oral, pueda formular acusación debiendo el tribunal decidir sobre la misma.
 
Por ello, luego del primer impacto del caso Santillán, varios tribunales de instancias inferiores empezaron a discriminar la intervención del acusador privado en las distintas etapas del proceso aceptando que en caso Santillán sólo se refería a la etapa final del proceso por lo que su aplicación no debía ser análoga a las otras etapas del mismo.
IV.- UNA NUEVA INTERPRETACION RESTRICTIVA DEL FALLO SANTILLAN.
 
Así, la cuestión central del presente, quedo nuevamente sin respuesta.

 Tal como se ha indicado, es prácticamente unánime la interpretación que permite al acusador privado a continuar en solitario la acción penal tanto en la etapa intermedia como en la etapa de juicio, en función de los precedentes Quiroga y Santillán.
 Sin embargo, no ocurre lo mismo en relación al carácter que se le asigna al acusador privado en la primera etapa del proceso – la instrucción – pues la Suprema Corte de Justicia de la Nación no se ha pronunciado al respecto.
IV. 1. La nueva corriente jurisprudencial.

 Actualmente se evidencia una nueva corriente en la Jurisprudencia de distintos pronunciamientos que sostienen y reafirman el carácter de adherente del querellante privándolo del impulso de la acción penal si no ha sido acompañado por el representante del Ministerio Público Fiscal. 

De esta manera, el querellante carecería de capacidad procesal para interponer recurso de apelación frente a un auto de sobreseimiento que fue dictado a instancias y/o consentido por el representante del Ministerio Público Fiscal pues no tendría la facultad de poder proseguir con el impulso de la acción penal en solitario.
 Así es como en los casos en donde el juez no delega la investigación, instruye y luego sobresee consintiendo la fiscalía esa decisión, o, delegada la instrucción el fiscal dictamina solicitando se decreto auto desincriminatorio; la Jurisprudencia –en algunos casos, cambiando su criterio original- recientemente ha sostenido que el querellante no puede, en solitario, proseguir con la acción penal.
En efecto, en el precedente TAVOLARO ORTIZ
 se sostuvo que: “…la jurisdicción de la alzada se debe limitar al control de la legalidad de la resolución del juez, con el objeto de verificar la razonabilidad y fundamentación de sus decisiones (art. 69 y 123 CPPN), sin entrar a la cuestión de fondo. Ello, por cuanto lo contrario, efectuado únicamente por actividad del acusador privado, implicaría otorgarle una participación en el proceso que provoca, como consecuencia, la transformación de los delitos de acción pública en delitos de acción privada.” Entendiendo, de esta forma, que no se encuentra contemplado en nuestro ordenamiento una autonomía total y completa del acusador privado.
 En este orden de ideas, en el caso PUENTE
 se sostuvo que: “Descontando que los órganos con funciones jurisdiccionales no pueden impulsar el caso sin un requerimiento acusatorio, entendemos que, si bien la víctima debería poder avanzar en solitario con una denuncia sobre un hecho que considera delictivo, habilitando la citación directa a juicio, como lo ha sostenido el Juez Edmundo Hendler en el precedente “GROSSKOTF” (C.N.P.E. Sala A, c. 24.664, rta. 19/04/07), ello resultaría posible solamente de lege ferenda, pero no de lege lata, pues no vemos cómo compatibilizar esa solución con la expresa distinción en el ejercicio de las acciones penales que introdujo el legislador nacional en los artículos 71, 72 y 73 del Código Penal de la Nación. Por ello, en coincidencia con el voto de la jueza Ángela E. Ledesma en “RODRÍGUEZ SORDI” (C.N.C.P., sala III, c. 9137, reg. nro.: 834/08, rta.: 30/06/2008), en el estado en que se encuentra nuestro ordenamiento procesal penal nacional, debemos concluir que no es posible que el querellante impulse la instrucción de un delito de acción pública sin la intervención del Ministerio Público Fiscal”.
 En idéntico sentido, el mismo Tribunal se pronuncio en el caso LUNA (resuelto el 21 de Octubre de 2009).
Es importante resaltar que estos dos últimos precedentes implicaron un cambio de criterio en el tema aquí abordado por parte de la Sala I de la Excma. Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional que en el citado caso STORCHI dictaminara lo contrario.

La Cámara Nacional de Casación Penal también ha dictaminado sobre la cuestión aquí planteada, y así la Sala I en la causa ALANIZ
 sostuvo que “…el querellante en un delito de acción pública no se encuentra habilitado para impulsar la acción penal en forma exclusiva durante la etapa instructoria”.
 A su vez, la Sala III de dicho tribunal en los autos “MEDINA”
, la Juez Ángela Ester Ledesma sostuvo que: “…de hacerse lugar a la pretensión impugnativa obligaría al fiscal a impulsar la acción, circunstancia que afectaría el acusatorio como principio rector (arts. 18 y 75 inc. 22 de la C.N.) del proceso penal (…) la defensa en juicio y la independencia funcional del Ministerio Público…Ello es así, pues durante la instrucción el impulso de la acción penal – como se encuentra regulado en nuestro sistema vigente – corresponde al Ministerio Público Fiscal y, a mi entender, no es posible que en la investigación de los delitos de acción pública, el querellante participe sin la intervención del fiscal…” Este criterio fue mantenido también en la causa N° 10.147 “MACRI” rto. 25/8/2010.
 Asimismo, la sala III en el precedente LITOGRÁFICA SAN LUIS S.A.
 sostuvo que: “Resulta adecuadamente fundada la resolución de la Cámara de Apelaciones que confirmó la desestimación de la denuncia dispuesta por el juez ante el criterio del fiscal en tal sentido, entendiendo dicho tribunal que, de hacerse lugar a la pretensión impugnativa de la querella, se obligaría al fiscal a impulsar la acción, circunstancia que estaría afectando la imparcialidad del juzgador, la defensa en juicio y la independencia funcional del Ministerio Público, tal como sucede con el cuestionado procedimiento de consulta establecido en el art. 348 del CPPN, que llevó a la Corte Suprema de Justicia de la Nación a declarar su inconstitucionalidad, en el caso Quiroga…”

 Así es como recientes precedentes, tanto de la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional como la Cámara Nacional de Casación Penal, han adoptado el criterio de privar al acusador privado de continuar en solitario el impulso de la acción penal frente al auto de sobreseimiento que ha sido dictado a impulso – o consentido – por el Ministerio Público Fiscal.
IV.2. Una interpretación armónica no tan pacífica
 Así es que una interpretación armónica de la Jurisprudencia más actual, permitiría concluir que se priva a la víctima constituida en parte, en los casos donde el magistrado de grado dicta auto de sobreseimiento y dicha situación fuera consentida por el Ministerio Público Fiscal (o, incluso, insta el sobreseimiento); de recurrir dicha resolución pues no se le reconoce autonomía para continuar con el impulso de la acción penal.

Así estaríamos frente a un supuesto de falta de acción de la parte querellante, pues el impulso efectuado a través de su apelación al auto de sobreseimiento que provocara su revocación y prosecución  del proceso, afectaría el principio de “ne procedat iudex ex oficio” como, así también, al principio acusatorio como principio rector (arts. 18 y 75 inc. 22 de la C.N.) del proceso penal, y la garantía constitucional de la defensa en juicio y la independencia funcional del Ministerio Público.

 
Sin embargo, tal conclusión no es pacífica.
 
Frente a ello, se ha argumentado que impedirle al querellante impulsar la acción en solitario, desde su inicio, implicaría sostener que el Ministerio Público detenta el monopolio de la acción pública al inicio del sumario y de mantenerse un criterio tan estricto solo seria materia de investigación aquello que el Ministerio Público decida, situación que es posible sólo a través de institutos que aún no integran el ordenamiento procesal y que, generalmente, están contenidos en sistemas acusatorios al que no responde actualmente el nuestro
.

 
Tal como puede apreciarse, la posibilidad de continuar con el impuso del la acción penal por parte de la querella en solitario desde el dictado de un auto de sobreseimiento consentido y/o instado por el representante del ministerio público fiscal posibilitando recurrir dicha determinación; ha sido discutido a lo largo de los años tanto en la doctrina como en la jurisprudencia con posiciones fuertemente antagónicas.
 
Pero el punto de partida para lograr una conciliación entre ambas posturas, debe encontrarse en las garantías que amparan tanto al imputado como las reconocidas a la víctima constituida como parte y, fundamentalmente, en los pilares de nuestro ordenamiento procesal.
V.- LAS GARANTIAS DEL IMPUTADO FRENTE A LOS DERECHOS DE LA VICTIMA CONSTITUIDA COMO PARTE.
 
Claro está que las garantías constitucionales son amparos reconocidos exclusivamente a una persona imputada de un delito a fin de equiparar la diferencia de poder y posicionamiento que encuentra frente al Estado impulsor del proceso en su contra.
 
Sin embargo, a lo largo de los años y, más precisamente en los últimos tiempos, se han reconocidos una serie de derechos fundamentales que asisten a las víctimas de un delito que les permiten actuar con mayor participación dentro del proceso penal.
 
En el marco de estas dos posturas es donde se centra la cuestión aquí analizada.
 
V. 1. Los fundamentos del proceso penal como freno a la participación del ofendido

 
Así, por un lado las garantías constitucionales de toda persona imputada de un delito que prohíben una persecución penal múltiple y garantizan un pleno ejercicio de la defensa; pero por el otro lado, el derecho de todas personas víctima de un delito constituida como parte del proceso a ser oída y de participar activamente en el proceso a fin de perseguir sus pretensiones.
 
Lo cierto es que el proceso penal encuentra fundamento en sus orígenes en la apropiación del conflicto víctima-victimario con el propósito de evitar la venganza personal garantizando de ésta manera un sentido más pleno de justicia a la luz de toda la comunidad.
 
De allí el carácter de oficiosidad del proceso penal. En tal sentido, el maestro Vélez Mariconde ha dicho que ante la presunta violación de una norma jurídico-penal, el Estado reacciona inmediata y espontáneamente para reintegrar el orden jurídico; pero la iniciativa de la investigación o el origen del proceso penal se encuentra a cargo del Ministerio Público siendo que el juez de Instrucción sólo puede proceder en virtud de una instancia o comunicación de éste y nunca de oficio (ne procedat iudex exofficio), siendo que esa iniciativa no depende ni está supeditada, generalmente, a la voluntad de los particulares o de otros funcionarios públicos. Esta regla procesal, siempre de acuerdo al referido jurista, tiene doble valor: disciplina el inicio de la acción penal pública y el ejercicio de la jurisdicción, mientras que al mismo tiempo, impide toda influencia extraña
.
 
Asimismo, Vélez Mariconde, nos indica que si nos detenemos a considerar la actividad del Ministerio Público, es evidente que, por fuerza de diversos factores (en primer término, el concepto vigente de que el delito ataca intereses colectivos), el orden jurídico ha consagrado un desdoblamiento formal del Estado, de tal modo que éste instituye, además del órgano jurisdiccional, otro encargado de excitarlo y de requerirle una justa decisión sobre el fundamento de una determinada pretensión jurídico-penal: el Ministerio Público
.
 
En este orden de ideas, se ha dicho que “quienes niegan la posibilidad de permitir la intervención del ofendido en el proceso penal, comienzan afirmando que el sistema del querellante o acusador particular es un resabio del originario sistema de acusación privada, cuando el Estado aún no se había hecho cargo de la persecución penal y reminiscencia de la venganza individual no obstante ser controlada por el Estado.”
 
 
V. 2. El reconocimiento a la víctima del derecho a participar en el proceso 

 
Como contrapartida de lo expuesto, en los últimos años- en especial desde la incorporación de los tratados internacionales en materia de derechos humanos, civiles y políticos a nuestro bloque constitucional – se ha reconocido y defendido fuertemente el derecho de las víctimas a participar y ser oídas en el proceso penal.
 
En relación a ello, resulta de particular interés reseñar lo expuesto por el ministro de la Corte Suprema de Justicia de la Nación Dr. Maqueda en el citado precedente Quiroga quien sostuvo que “la Corte incorpora los principios sentados por la Comisión Interamericana al interpretar el artículo 25 del Pacto en cuanto a que el derecho a la tutela judicial efectiva implica que la razón principal por la que el Estado debe perseguir el delito es la necesidad de dar cumplimiento a su obligación de garantizar el derecho a la justicia de las víctimas”.
  
En un trabajo para el Centro de Estudios de Justicia de las Américas presentado por el profesor Máximo Langer
, éste advierte un proceso de reforma en materia de derecho procesal penal en los últimos 15 años en distintos países latinoamericanos mediante los cuales se ha expandido el rol y la protección de la víctima en el proceso penal.
 
En ese sentido se ha enrolado el Proyecto de Código Procesal Penal de la Nación presentado por Alberto M. Binder e Ileana Arduino ante el Congreso Nacional
 consagrando la figura del querellante autónomo y disponiendo una ferviente participación de la víctima en el proceso.
 
Así las cosas, la cuestión se centra en dos aristas del proceso que conminan un máximo respeto de las garantías constitucionales que amparan a toda persona imputada pero que también debe garantizar la plena participación de la víctima de un delito en el proceso a fin de afianzar el derecho al acceso a la justicia reconocido por nuestro bloque constitucional.

VI.- CONCLUSION
          Lo cierto es que si bien en los últimos tiempos se viene desarrollando una corriente que aventura una mayor participación de la víctima en el proceso, ésta no es una parte esencial.
 
En efecto, un proceso penal puede iniciarse, desarrollarse y concluirse sin la participación de ésta toda vez que es un sujeto accidental del mismo que no puede suplir nunca la participación del Ministerio Público Fiscal quien actúa interpretando un rol esencial ya que es el único que posee el impulso de la acción penal por mandato constitucional en aquellos delitos de acción pública (art. 120 C.N.).

 
Es que una interpretación contraria a ello implicaría cambiar el eje central del procedimiento en materia penal y convertirlo en una contienda de partes privadas tal como rige en el proceso civil.
 
El rol del Ministerio Público Fiscal como único impulsor de la acción penal garantiza la independencia del proceso de todo tipo de injerencia extraña al mismo, de carácter económico o personal, que pueda impulsar al ofendido del delito reforzando de ésta manera el carácter público del derecho penal en miras de la persecución penal como tutela de toda la comunidad superando el interés particular.
 
Si prescindimos de ésta función esencial del Ministerio Público Fiscal, afirmaríamos la conversión de todos los delitos de acción pública en delitos de instancia privada, o dependientes de ella, quedando la persecución penal al libre albedrío del ofendido.
 
Por su parte, no es menor remarcar que el principal afectado al proceso penal es la persona imputada de la comisión de un delito quien cuenta con las garantías que el bloque constitucional le asiste como única herramienta para articular su defensa ante la acusación del aparato estatal siendo, así, imprescindible que se garantice un impulso de la acción penal que no se encuentre sujeto a ningún otro elemento que no sea el restablecimiento del 
sentido de justicia para la comunidad en aquellos delitos de acción pública separándola de la reparación perseguida por el ofendido del delito.

 
Lo expuesto cobra principal protagonismo en las etapas iniciales del proceso penal, esto es, en la instrucción.

 
La etapa de investigación preparatoria o instrucción cumple el rol de proceder a la averiguación de la tipificación del hecho imputado, la individualización de los responsables del mismo, la efectiva existencia del hecho y demás circunstancias que permitan dar mérito a la continuación del proceso a fin de someter a la persona al juicio oral y público.

 
Si durante esta etapa inicial, quien es el encargado por mandato constitucional del impulso de la acción penal resuelve que no existe mérito para continuar con el proceso instando, o consintiendo, el sobreseimiento dictado por el juez de instrucción; el proceso encuentra su fin para el imputado en fervor del principio “ne procedat iudex exofficio”.
 
Si se permite que el ofendido constituido en parte pueda interponer recurso de apelación contra esta resolución y, de ésta manera, generar la intervención del órgano superior y que éste revoque la resolución puesta en crisis ordenando que se prosiga con la instrucción, estaríamos admitiendo un proceso penal que prescinde del Ministerio Público Fiscal otorgándole el carácter de juez y parte al órgano jurisdiccional continuando el proceso desde su inicio sin impulso estatal desvirtuando la finalidad y el sentido de la justicia en el fuero penal y su carácter público.

 
Lo manifestado no implica privar de participación a la víctima en el proceso, sino respetar los principios fundamentales en materia de procedimiento penal en miras de profundizar la garantía de la defensa en juicio y el debido proceso ponderando la independencia de la acusación pública quien solo encuentra motivos en el restablecimiento del sentido de justicia a la comunidad por encima de intereses particulares.
 
Si bien es cierto que instrumentos internacionales en materia de reconocimiento de derechos a las víctimas de un delito vienen acompañando una corriente que impulsa una mayor participación de éstas en el proceso penal, ello no puede lograrse en desmedro de garantías y derechos fundamentales de toda persona sometida a un proceso quien ya debe soportar todo el peso estatal en su contra.

 
Es que no se trata de la exclusión total de la participación del ofendido en el proceso, que fuera producto del principio persecución penal pública de todos los delitos provocado por un puro sistema inquisitivo que le arrebató dicho rol; sino de que la totalidad del proceso no quede en manos de aquél.

 
Nadie mejor que la víctima de un delito para aportar elementos de prueba que permitan dilucidar el hecho investigado, acompañar la tarea acusatoria e investigativa del fiscal permitiendo que se constituya en parte del proceso y otorgándole participación en instancias concluyentes como la audiencia para el beneficio de la suspensión del juicio a prueba y el debate oral.

 
Pero ello no puede provocar que se permita continuar desde el inicio un proceso penal motivado solo en la acusación privada por recurrir un auto de sobreseimiento dictado a instancias, o consentido, por el fiscal.
 
Y una armónica interpretación de nuestro ordenamiento de rito permite arribar a dicha conclusión.

 
Nuestra Carta Magna es la que le otorga al Estado a través del Ministerio Público Fiscal, la titularidad exclusiva de la acción penal conforme lo dispone el art. 120 de la misma.

 
En función de ello, nuestro ordenamiento procesal clara y expresamente otorga al querellante su carácter de actuación adhesiva al disponer a través del artículo 5 del código de rito que el ejercicio de la acción sólo le corresponde al Ministerio Público cuando se trata de una imputación por delito de acción pública, o cuando, por ejemplo, el art. 180 le otorga facultades autónomas para la apertura del procedimiento.

 
Vale decir, que nuestro ordenamiento procesal en cumplimiento por lo dispuesto por nuestra Constitución Nacional, solo reconoce como impulsor de la acción penal pública al Ministerio Público Fiscal.

 
Así se ha dicho que reconocer al ofendido constituido en parte querellante como acusador único y autónomo, implicaría colocarlo en una situación privilegiada para ofrecer su desistimiento a cambio de arreglos económicos que podría ir incrementando a medida que la evolución del debate fuera minando el ánimo de su contraparte, lo que no se compadece, ciertamente, con la satisfacción del interés social de justicia. La situación planteada no habría de subsanarse de disponerse la presencia del fiscal en el juicio para que actúe como controlador de la legalidad de un procedimiento cuyo impulso quedó en manos del querellante, por que ello, a más de carecer de una específica previsión legal que lo justifique, dejaría las cosas a mitad de camino, sin solucionar lo relativo a la afectación de las normas del debido proceso y de la defensa en juicio que se deriva de la renuncia del Estado al ejercicio de la acción pública
.

 
Es por ello que la participación del querellante debe cesar frente al auto de sobreseimiento dictado a instancias o, consentido, por el fiscal privándolo de una actividad recursiva que tenga por objeto conmover dicha resolución y que permita la continuación del proceso desde su inicio con el único impulso del acusador privado en aras de garantizar la defensa en juicio, el debido proceso y, fundamentalmente, la finalidad del proceso penal en miras de la satisfacción social de Justicia.
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